
Petición de decisión prejudicial planteada mediante resolu-
ción de la High Court of Justice (England and Wales),
Chancery Division, de fecha 22 de junio de 2005, en el
asunto entre Carol Marilyn Robins y John Burnett, por un
lado, y Secretary of State for Work and Pensions, por otro

(Asunto C-278/05)

(2005/C 243/09)

(Lengua de procedimiento: inglés)

Al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas le ha sido
sometida una petición de decisión prejudicial mediante resolu-
ción de la High Court of Justice (England and Wales), Chancery
Division, dictada el 22 de junio de 2005, en el asunto entre
Carol Marilyn Robins y John Burnett, por un lado, y Secretary
of State for Work and Pensions, por otro, y recibida en la
Sercetaría del Tribunal de Justicia el 6 de julio de 2005.

La High Court of Justice (England and Wales), Chancery Divi-
sion, solicita al Tribunal de Justicia que se pronuncie sobre las
siguientes cuestiones:

1) ¿Debe interpretarse que el artículo 8 de la Directiva
80/987/CEE (1) exige que los Estados miembros garanticen,
con los medios que sean necesarios, que los derechos adqui-
ridos por los trabajadores asalariados de una sociedad en
virtud de planes de pensiones complementarios, profesio-
nales o interprofesionales, basados en el último salario sean
íntegramente financiados por los Estados miembros en el
supuesto de que el empresario sea declarado insolvente y de
que los recursos patrimoniales de sus planes sean insufi-
cientes para financiar tales prestaciones?

2) En caso de respuesta negativa a la primera cuestión, ¿debe
considerarse que una legislación como la vigente en el
Reino Unido conforme a lo antes descrito adapta de manera
suficiente el Derecho interno a las exigencias del artículo 8?

3) Si las disposiciones legislativas del Reino Unido incumplen
lo dispuesto en el artículo 8, ¿qué criterio debe aplicar el
órgano jurisdiccional nacional al determinar si la vulnera-
ción resultante del Derecho comunitario es lo suficiente-
mente grave como para generar una responsabilidad por
daños y perjuicios? En particular, ¿es suficiente la mera
vulneración para acreditar la existencia de un incumpli-
miento suficientemente grave, o debe haber existido
también una inobservancia manifiesta y grave por parte de
los Estados miembros en relación con los límites en el ejer-
cicio de sus facultades normativas, o debe aplicarse otro
criterio y, en tal caso, cuál?

(1) Directiva 80/987/CEE del Consejo, de 20 de octubre de 1980, sobre
la aproximación de las legislaciones de los Estados Miembros rela-
tivas a la protección de los trabajadores asalariados en caso de insol-
vencia del empresario. DO L 283, 28.10.1980, p. 23; EE 05/02, p.
219.

Petición de decisión prejudicial planteada mediante resolu-
ción del Bundesgerichtshof, de 2 de junio de 2005, en el

asunto entre Montex Holdings Ltd. y Diesel S.p.A.

(Asunto C-281/05)

(2005/C 243/10)

(Lengua de procedimiento: alemán)

Al Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas le ha sido
sometida una petición de decisión prejudicial mediante resolu-
ción del Bundesgerichtshof dictada el 2 de junio de 2005, en el
asunto entre Montex Holdings Ltd. y Diesel S.p.A., y recibida
en la Secretaría del Tribunal de Justicia el 13 de julio de 2005.

El Bundesgerichtshof solicita al Tribunal de Justicia que se
pronuncie sobre las siguientes cuestiones prejudiciales, relativas
a la interpretación del artículo 5, apartados 1 y 3, de la Primera
Directiva 89/104/CEE del Consejo, de 21 de diciembre de
1988, relativa a la aproximación de las legislaciones de los
Estados miembros en materia de marcas, (1) y de los artículos
28 CE a 30 CE:

a) ¿Concede la marca registrada a su titular el derecho a
prohibir el tránsito de mercancías que lleven su signo distin-
tivo?

b) En caso de respuesta afirmativa: ¿Puede deducirse una apre-
ciación específica del hecho de que el signo distintivo no
disfrute de protección alguna en el país de destino?

c) En caso de respuesta afirmativa a la cuestión a) y con inde-
pendencia de la respuesta a la cuestión b), ¿debe establecerse
una diferenciación en función de si la mercancía destinada a
un Estado miembro procede de un Estado miembro, de un
Estado asociado o de un tercer Estado? ¿Resulta a tal
respecto determinante si la mercancía ha sido fabricada en
el Estado de origen legalmente o en violación de un derecho
de marca del titular en vigor en dicho Estado?

(1) DO L 40, p. 1.
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